
El «nuevo» Reglamento Electoral de la Universidad 
Central de Venezuela

Miguel Ángel Torrealba Sánchez*

RVLJ, ISSN 2343-5925, ISSN-e 2791-3317, N.º 24, 2026, pp. 285-308.

Presentación del profesor Jorge Kiriakidis

Muy buenas tardes a todos los asistentes. Hoy tengo el gusto de moderar esta 
charla que generosamente va a brindarnos mi querido amigo, el profesor 
Miguel Ángel Torrealba Sánchez. Esto, a propósito del nuevo reglamento 
electoral transitorio de la Universidad Central de Venezuela. Él va a hacer 
para nosotros algunas consideraciones en torno a la manera como este regla-
mento se compagina o no con la Constitución, con la Ley de Universidades 
y con la Ley Orgánica de Educación.

Y además va a abordar el panorama hablando también de una de las consultas 
que se han hecho a la comunidad universitaria –sobre todo a los profesores 
especialistas, que la Universidad Central de Venezuela tiene muchos, sobre 
este tema–, sobre los recursos emprendidos por la universidad respecto 
de las normas de la Ley de Universidades, en cuanto a la definición y el alcance 
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de lo que es la comunidad universitaria. Y, finalmente, sobre lo que está 
ocurriendo con este reglamento. 

Antes de darle la palabra al profesor, yo creo que no requiere de presenta-
ción. Sin embargo, me voy a tomar un tiempo corto en resumir muchísimo su 
currículum para decirles a ustedes que el profesor Miguel Ángel Torrealba 
Sánchez es abogado egresado de la Universidad Central de Venezuela, 
tiene especialización en Derecho Administrativo también en la Universidad 
Central de Venezuela. Es profesor Titular de la Cátedra de Derecho Admi-
nistrativo en esa misma casa de estudios, es profesor además de Derecho 
Administrativo de la Universidad Monteávila, en donde es además director 
adjunto del Centro de Estudios de Regulación Económica y es miembro del 
Foro Iberoamericano de Derecho Administrativo y del Instituto Internacional 
de Derecho Administrativo.

No quito más tiempo y dejo con ustedes al profesor Torrealba Sánchez, 
que nos disertará sobre este muy interesante y además muy importante 
tema para aquellos de nosotros que tenemos vinculación con la universidad. 
Muchísimas gracias.

Ponencia

Buenas tardes. En primer lugar, al profesor Jorge Kiriakidis, estimado 
y apreciado colega. Doy las gracias, por supuesto, por la invitación, a la Fun-
dación Estudios de Derecho Administrativo (Funeda), para poder compartir 
con ustedes en la tarde de hoy en este espacio del aula virtual Brewer- 
Carías. Y doy las gracias al apoyo técnico y logístico de Universitas Funda-
ción. En este caso, a través, por supuesto, del estimado Julio Alejandro Pérez 
y, en este caso, el apoyo que nos está brindando Leni.

Habiendo dicho esto, vamos a entrar en materia, pero hoy va a ser un poco 
distinto. Vamos a romper un poquito la rutina. El título de mi conferencia, 
como deben haber visto en los afiches, es el nuevo reglamento electoral de 
la Universidad Central de Venezuela, que si buscamos su nombre oficial es 



Reglamento Electoral Transitorio. Pero resulta que ese reglamento, aunque 
se aprobó en junio de este año y se publicó en Gaceta Universitaria, en 
definitiva, ni es nuevo ni es transitorio y de allí debemos partir.

Sin embargo, en este caso, antes de entrar en el estudio o en los comentarios 
sobre este reglamento, que serán muy breves, vale la pena revisar un poco el 
asunto en un video que yo elaboré hace unos tres años con apoyo también de 
estimados colegas sobre el antecedente inmediato a este reglamento electoral 
de 2025, que es el de 2022. Y justamente esto va a ser como una suerte de 
antecedente histórico muy breve, pero también, empleando un poquito los 
términos cinematográficos de hoy en día que están de moda, no sé si la Aca-
demia de la Lengua ya lo aceptó: una precuela de lo que justamente vamos 
a hablar en la tarde de hoy. Entonces, bueno, por favor, cuando puedas, esti-
mada Leni, pasamos el video sobre el reglamento electoral del 2022 y luego 
iniciamos la conferencia. Mil gracias.

Algunas preguntas y una afirmación sobre el Reglamento 
Electoral Transitorio de la Universidad Central de Venezuela

Luego de 22 años de desacuerdos y enfrentamientos entre las universidades 
y el Gobierno nacional, el Consejo Universitario de la UCV aprobó, a prin-
cipios de mayo, un reglamento transitorio para la elección de autoridades 
rectorales, decanales y representantes profesorales. Se trata de un cambio 
radical en la posición que hasta ahora venía manteniendo esta institución, así 
como todas las universidades nacionales y también las privadas de prestigio, 
ya que el nuevo reglamento considera como integrantes de la comunidad 
universitaria a los empleados y obreros, lo que se venía rechazando desde 
hace 13 años.

Así pues, como profesor universitario de Derecho Administrativo me surgen 
una serie de interrogantes que plantearé de forma breve, centrándome en los 
asuntos que considero más relevantes, de muchos que podrían comentarse, 
en atención al tiempo disponible.
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Las preguntas

Pregunta uno: ¿Qué sucedió que pueda justificar un cambio en la interpre-
tación del artículo 109 de la Constitución por parte de las autoridades de la 
UCV en cuanto a la definición de lo que es la comunidad universitaria?

En efecto, el referido precepto constitucional, además de reconocer la auto-
nomía de las universidades, alude a los profesores, estudiantes y egresados 
como integrantes de la comunidad universitaria. La norma había sido inter-
pretada hasta ahora por parte de las autoridades universitarias en el sentido 
de que establecía una enumeración cerrada de miembros de esta comunidad, 
en consonancia con lo que ya disponía la Ley de Universidades. En conse-
cuencia, se rechazaba cualquier intento de ampliación del registro electoral 
a empleados y obreros e incluso a profesores contratados o instructores.

Pregunta dos: ¿Cómo puede pasarse de entenderse inconstitucional el ar-
tículo 34 apartado 3 de la Ley Orgánica de Educación al punto de pedir su 
anulación ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, así 
como de resistirse a su aplicación, a invocarse después ahora como basa-
mento normativo de un reglamento universitario? ¿Estaba derogada la Ley 
de Universidades desde hace 13 años y no lo sabíamos?

Un hito en esta larga polémica lo constituyó la entrada en vigor de la Ley 
Orgánica de Educación en 2009, que establece en su artículo 34, apartado 3, 
que en las elecciones de autoridades rectorales debe incluirse al per-
sonal obrero y administrativo. La norma fue rechazada públicamente por 
los rectores de las principales universidades venezolanas por considerarla 
inconstitucional e incluso fue impugnada ante la Sala Constitucional por 
las autoridades electorales de muchas casas de estudio, solicitándose su 
declaración de nulidad.

Luego de 10 años de la interposición de la demanda, en el 2019 la Sala Cons-
titucional dictó una medida cautelar que, totalmente en contra de lo pedido 
por los demandantes, suspendió la aplicación de la Ley de Universidades 



y ordenó que se realizaran elecciones universitarias conforme a los linea-
mientos de la Ley Orgánica de Educación. Comentar la sentencia excedería 
al tiempo previsto. Basta señalar que, tanto las propias autoridades univer-
sitarias, comenzando por las de la UCV, como los expertos más destacados, 
cuestionaron y rechazaron la argumentación de la sentencia.

Ahora bien, en la exposición de motivos del Reglamento Electoral Transi-
torio recientemente dictado por la UCV, se invoca justamente como base de 
este la sentencia de la Sala Constitucional y el artículo 34, apartado 3, de la 
Ley Orgánica de Educación. De hecho, se señala que el reglamento se dicta 
en cumplimiento de lo dispuesto en esa sentencia, lo cual de por sí es un 
muy mal comienzo para una institución llamada a hacer valer su autonomía 
incluso en las normas que dicta. O más bien, comenzando por estas.

Ante ello, solo caben dos opciones lógicas excluyentes: 

La primera, el artículo 34, apartado 3, de la Ley Orgánica de Educación es 
constitucional y la negativa a aplicarlo durante estos años fue injustificada. 
Por tanto, la demanda interpuesta por los rectores, incluyendo el caso de 
la UCV, era infundada y no había razón alguna para no tener autoridades 
electas desde el 2009 o, en todo caso, desde el 2019, cuando se decretó la 
medida cautelar. Eso significaría que la posición de toda la comunidad aca-
démica y de los expertos en la materia que rechazó tanto la Ley Orgánica de 
Educación como la medida cautelar, invocando la interpretación tradicional 
y mayoritaria del artículo 109 de la Constitución, estaba también equivocada.

Segunda opción, el artículo 109 de la Constitución obliga, en atención al prin-
cipio de supremacía constitucional, a rechazar tanto al artículo 34, apartado 3 
de la Ley Orgánica de Educación, como a la sentencia de la Sala Consti-
tucional. Sentencia que no es la definitiva, por lo que no produce todos los 
efectos de la cosa juzgada. El viraje acaecido en esa posición que no se deriva 
de ningún cambio constitucional y que se refleja en el reglamento aprobado 
recientemente no se justifica desde el punto de vista jurídico con todas las 
consecuencias que ello conlleva.
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Pregunta tres: ¿Por qué y para qué se consultó en diciembre pasado a la comu-
nidad universitaria sobre este asunto si luego se desconocen los resultados 
de esa consulta?

En diciembre del 2021, se hizo una consulta a los profesores, egresados 
y estudiantes de la UCV, preguntando si se estaba o no de acuerdo con hacer 
una reforma de la normativa para incluir en el registro electoral a los profe-
sores que hasta ahora no tenían derecho a votar, así como a los empleados 
y obreros. O si, en cambio, se mantenía la regulación vigente. Es decir, si se 
aceptaba con ciertos matices la aplicación de la Ley Orgánica de Educación 
y la medida cautelar de la Sala Constitucional o si la UCV seguía rigiéndose 
por la Ley de Universidades.

Tal consulta no dejó de sorprender, porque, si se tiene una posición contundente 
de defensa de una norma de la Constitución, ello no es asunto para consultar 
o para flexibilizar, salvo que se intente eludir responsabilidades institucionales.
Por tanto, no me convenció la iniciativa, pero igual fui a votar.

En todo caso, los resultados de tal consulta fueron contundentes. Los tres 
sectores que hasta ahora han conformado la comunidad universitaria votaron 
mayoritariamente por mantener el sistema electoral hasta entonces vigente. 
Es decir, para los profesores, egresados y estudiantes de la UCV, la Ley de 
Universidades está vigente y debe aplicarse en consonancia con lo dispuesto 
en el artículo 109 de la Constitución.

Ahora bien, luego de constatar que el Reglamento Electoral Transitorio im-
pone la opción rechazada mayoritariamente por la comunidad universitaria, 
la pregunta es, ¿por qué y para qué se hizo entonces la consulta? Al menos 
desde el punto de vista político, pues, jurídicamente, no tenía sentido.

La afirmación

Concluyo con una afirmación. Hay un párrafo de la exposición de motivos 
del reglamento que expresa textualmente: «Por otra parte, la Carta Magna 



consagra que las interpretaciones que establezca la Sala Constitucional sobre 
el contenido o alcance de las normas y principios constitucionales y por tanto 
también de lo establecido en las leyes son vinculantes para todos, dado su 
carácter de máximo y último intérprete de la Constitución». Artículo 335.

Como docente universitario y además profesor de Derecho Administrativo, 
tengo que decir que parte de ese párrafo es falso. No es cierto que el artículo 335 
de la Constitución establezca que la interpretación de las leyes que hace la Sala 
Constitucional sea vinculante. El acudir a un «por tanto» para sostener una 
falsedad no es más que una falacia de petición de principio, un sofisma.

Y es que todos los autores que han estudiado el carácter vinculante de las 
interpretaciones de la Sala Constitucional concuerdan en que este solo se re-
fiere al contenido y alcance de las normas y principios constitucionales, dado 
que solo cabe una interpretación estricta de una disposición excepcional. 
Lo contrario sería además colocar a la Sala Constitucional como la principal 
fuente de producción jurídica en el ordenamiento venezolano, trastocando 
radicalmente las bases de este último.

De allí que es lamentable leer esto en un instrumento aprobado por las 
máximas autoridades de la UCV, pues es el tipo de malabarismo argu-
mentativo que colocamos en clase como ejemplo de lo que no debe ser una 
argumentación jurídica. Ver que la justificación de un reglamento de la 
UCV, que debió ser revisado por conocedores en Derecho, se parece en 
incoherencia lógica y escasez de razonamiento a una sentencia del Tribunal 
Supremo de Justicia no deja de ser preocupante.

Si eres estudiante o profesor universitario o simplemente un ciudadano preo-
cupado por el destino de la educación superior en nuestro país, te invito a que 
sigas reflexionando sobre la actual situación universitaria y no te contentes 
con lo primero que te digan o que leas en las redes sociales.
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Reglamento Electoral Transitorio del 2022

Muy bien. Habiendo iniciado con esa introducción sobre el reglamento 
electoral previo, el Reglamento Electoral Transitorio del año 2022, vamos 
entonces ahora a revisar el reglamento electoral que acaba de aprobarse en el 
mes de junio. Reglamento electoral que, como les señalé, ni es nuevo, aunque 
se acabe de aprobar, ni es transitorio, como señala su título y su contenido, 
aunque así se establezca.

Justamente, como digo en el video, como miembro de la comunidad uni-
versitaria, en este caso como profesor y egresado, tengo que decir que el 
reglamento electoral que se acaba de aprobar, en mi opinión, es la norma 
más importante para la Universidad Central de Venezuela luego de la Ley de 
Universidades de 1970. ¿Por qué? porque cambia definitivamente, o al menos 
pretende cambiar definitivamente –y en eso se distancia del reglamento tran-
sitorio– el modelo institucional de la universidad pública venezolana.

¿Por qué lo señalo? Hay que hacer una breve referencia histórica, aunque 
ya con el video eso se facilita. El régimen de las universidades nacionales 
o públicas está contenido en la Ley de Universidades en 1970. Digamos que
en su regulación legal en materia electoral se contempla entonces el gobierno
y el cogobierno universitarios. Eso significa, y este modelo viene incluso de
antes de la Ley de Universidades del 70, de su regulación previa del 59, en
las universidades nacionales venezolanas o públicas y eso incluso también
se refleja a veces en las privadas o en algunas privadas, que: aparte de que se
elige a rector, vicerrectores, secretario de la universidad y decanos, se eligen
a representantes en el cogobierno en las diversas instancias universitarias, que 
la mayoría de ellas son colegiadas. Se elige a representantes de los profesores,
a representantes de los estudiantes y a representantes de los egresados.

De acuerdo con el artículo 30 de la Ley de Universidades que, cosa curiosa, 
no es uno de los artículos que está suspendido cautelarmente por la Sala 
Constitucional, en el caso de la Ley de Universidades, los electores son los 
profesores ordinarios a partir de la categoría de Asistente. Es decir, que no 



basta con ser profesor ordinario al haber ganado un concurso de oposición, 
hay que haber ascendido para comenzar a ser elector. También votan los es-
tudiantes y votan los egresados. En el sistema de la Ley de Universidades se 
votaba a través de representación en el caso de los egresados.

¿Y eso por qué? Porque, de acuerdo con la concepción de la Ley de Univer-
sidades, básicamente la comunidad universitaria está integrada por esos tres 
sectores: estudiantes, profesores y egresados. Ese es el sistema concebido en 
la Ley. Se podrá o no estar de acuerdo, pero es lo que plantean las normas. 

Curiosamente, el artículo 109 de la Constitución del 99 viene a reafirmar 
ese modelo. Basta leer el 109 constitucional para caer en cuenta que ex-
presamente se señala que la comunidad universitaria, los integrantes de la 
universidad, son profesores, estudiantes y egresados. Y justamente por ello 
se entendió entonces que las normas de la Ley de Universidades y los re-
glamentos electorales estaban vigentes. Solamente, en todo caso, se podían 
hacer algunos cambios puntuales en cuanto, por ejemplo, a los porcentajes de 
votación, al poder de decisión de cada uno de los tres sectores, pero eviden-
temente con especial énfasis en que los profesores tienen la mayor influencia 
y el mayor peso en las elecciones.

Y aquí voy a comenzar a señalar algunas cosas políticamente incorrectas. Eso 
se debe a que se entiende que, en las universidades, si bien están conformadas 
las comunidades universitarias por estos tres sectores, el preponderante somos 
los profesores. Porque la universidad venezolana y la universidad en general 
son lo que son sus profesores, desde el punto de vista de la permanencia. In-
cluso, la realización de la carrera académica determina la identificación de los 
profesores con las normas de la Ley de Universidades y con los fines que le 
asignan los artículos 1 al 4 de la Ley de Universidades. De tal manera que la 
Constitución del 99 no modificó ese modelo. 

La modificación se intentó fue con el artículo 34.3 de la Ley Orgánica de 
Educación de 2009. Se intentó modificar en el sentido de incluir en la co-
munidad universitaria a dos sectores adicionales: el sector de los empleados 
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administrativos y el sector de los obreros. Pero, además, con un añadido, 
la Ley Orgánica de Educación establece en paridad de condiciones o en 
igualdad de condiciones. Y lo cierto es que, en las primeras sentencias, no 
de la Sala Constitucional, sino de la Sala Electoral, se llegaron a dictar sen-
tencias en las cuales se ordenaba a las universidades nacionales establecer 
o modificar sus reglamentos electorales de tal manera que todos los votos
valieran igual. Es decir, una persona-un voto, y que eso no influyera en los
porcentajes de votación.

De tal manera que, si se hubiera aplicado a rajatabla la Ley Orgánica de Edu-
cación, iban a ser los estudiantes quienes iban a tener el poder de decisión y 
de conducción de las universidades. Iban a ser el gobierno universitario por el 
hecho de que, evidentemente, es el sector cuantitativamente, numéricamente, 
mucho más amplio que se tiene.

Lo cierto es que la posición de la Universidad Central de Venezuela y de las 
universidades nacionales desde el 2009 hasta el 2022 fue de rechazo a la Ley 
Orgánica de Educación, al punto de que en el mismo año 2009 se impugna 
el artículo 34.3 de la Ley Orgánica de Educación ante Sala Constitucional. 
Varios profesores de Derecho Administrativo y Derecho Constitucional, en 
representación de la universidad, incluyendo quien en ese momento era el 
consultor jurídico de la UCV, demandan la nulidad de la norma por conside-
rarla inconstitucional, por considerarla contraria al 109 de la Constitución.

Curiosamente, las sentencias de la Sala Constitucional a la que hace re
ferencia al reglamento actual son sentencias cautelares, son sentencias 
de medidas cautelares porque no ha habido una sentencia definitiva en este 
caso, pero sucedió algo realmente insólito. Las sentencias que ordenan mo-
dificar los reglamentos electorales universitarios, en primer lugar, ordenan 
es la suspensión de varios artículos de la Ley de Universidades, siendo que 
lo que se estaba impugnando era la Ley Orgánica de Educación. Con lo 
cual es una medida cautelar que va en contra de lo pedido por quien estaba 
solicitando la medida cautelar.



Pero, en segundo lugar, las sentencias tampoco ordenan la aplicación literal de 
las normas de la Ley Orgánica de Educación, del 34.3 de la Ley Orgánica 
de Educación, sino que señalan la conformación de sectores en el registro 
electoral. Es decir, la inclusión de los obreros y los empleados administra-
tivos como sectores adicionales en el registro electoral. Estamos hablando 
de los años 2019 y 2020 cuando se dictan estas sentencias. Y lo cierto es 
que para el año 2021, como también se señala en el video, las autoridades 
universitarias de ese momento, el equipo rectoral, convoca una consulta. 
En definitiva, un referéndum consultivo, preguntando si la comunidad uni-
versitaria –conformada por profesores, estudiantes y egresados– aceptaba la 
nueva conformación del registro electoral, y, por lo tanto, la modificación del 
régimen electoral y del sistema electoral, o si se insistía en mantener la Ley 
de Universidades.

Yo creo que, cosa curiosa, que debe haber sorprendido un poco a las auto-
ridades universitarias, porque la respuesta mayoritaria de los tres sectores 
fue que se tenía que mantener la Ley de Universidades porque estaba for-
malmente vigente y porque además era lo que entendían que debía ser 
la comunidad universitaria, y no las sentencias de la Sala Constitucional ni la 
Ley Orgánica de Educación.

No obstante, en julio del 2022 se dicta el reglamento electoral transitorio. 
De ese reglamento electoral transitorio, habría mucho que hablar de él, pero 
concentrémonos en lo fundamental. 

En primer lugar, la modificación general de los electores, el registro electoral 
de cuatro sectores: docentes o profesores, un sector; estudiantes, otro sector; 
egresados y se incluye personal administrativo y obrero. Aunque se les da 
el peso preponderante a los profesores y en segundo lugar a los estudiantes, 
pero se incluye al personal administrativo y obrero. 

En segundo lugar, la modificación específica de un sector del registro elec-
toral. Del sector docente se modifica la regulación que además está contenida 
en la Ley de Universidades. Es decir, la inclusión de los docentes contratados. 
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No lo menciona así ni el reglamento del 2022 ni el vigente, pero alude a pro-
fesores ordinarios, profesores honorarios y profesores especiales. Y cuando 
se refiere a profesores ordinarios, señala que con independencia de la 
categoría en el escalafón, lo que significa que los profesores ordinarios: ins-
tructores, asistentes, agregados, asociados y titulares votan. Lo cual es lógico, 
porque, si votan los contratados con mayor razón tienen que votar entonces los 
profesores ordinarios.

Ahora bien, ¿por qué se cambia? Y justamente de allí mis interrogantes en el 
video, en el capítulo previo de esta película. Bueno, básicamente no lo dice, 
no lo dijeron en su momento las autoridades universitarias en términos ju-
rídicos, pero lo que sí señalaron fue que se trató (ese reglamento 2022) de 
una solución de compromiso, una solución negociada entre las autoridades 
universitarias y el Ejecutivo nacional con el fin de lograr las muy ansiadas 
elecciones universitarias. Teníamos desde el 2009, más de 10 años, mucho 
más de 10 años, con las mismas autoridades universitarias. Lo cual traía una 
serie de consecuencias realmente muy perjudiciales que, por cierto, todavía 
estamos sufriendo algunas de esas consecuencias, los efectos de ello. 

Por lo tanto, entonces fue una solución de compromiso. Fue una solución de 
«el mal menor», más allá de que el mal menor, como acabamos de ver, ese 
reglamento no reflejaba la posición que se planteó en la consulta a los tres 
sectores de la comunidad universitaria.

En todo caso, desde el punto de vista jurídico, quizá habría que desempolvar 
aquella vieja teoría, y muy discutible hoy en día, de las circunstancias ex-
cepcionales como eventual justificación. Es decir, en definitiva, se trataba 
de una situación casi que de emergencia. Además, hay que tomar en cuenta 
que en algún momento, en esos años, hasta se llegó a pensar en que quizás 
la universidad iba a ser intervenida o iba a ser cerrada.

Supongamos entonces, hagamos un poco el ejercicio de ser muy laxos y de 
entender que la posición jurídica, política e institucional que mantenía la uni-
versidad tenía que moderarse en ese momento como respuesta, casi como una 



respuesta de supervivencia, frente a las amenazas que se cernían sobre la uni-
versidad. Muy bien, dejo ese punto abierto y vamos con el capítulo del 2025.

Reglamento Electoral Transitorio del 2025

El Reglamento Electoral Transitorio 2025, que no es transitorio, aunque 
lo hayan titulado transitorio, yo no sé por qué, porque si vemos su contenido 
y sus disposiciones finales, es un reglamento permanente. De hecho, deroga 
el reglamento previo del 2007 (porque el reglamento de 2022 como era tran-
sitorio ya no estaba vigente). Pero si deroga el del 2007 es evidente que no 
es un reglamento transitorio. Además, no tiene ninguna condición resolu-
toria o término que señale que va a durar hasta una determinada fecha. Pero 
tampoco es un reglamento nuevo porque el reglamento electoral del 2025 es 
básicamente el mismo texto de 2022 con cambios menores, como señala el 
propio texto del reglamento de 2025 «con discretas correcciones de forma».  

Con lo cual, la solución de compromiso de 2022 ahora la tenemos como una 
solución definitiva en 2025. Sin necesidad urgente pareciera que luce mucho 
más discutible poder justificar la vulneración de la Ley de Universidades. 
O entendemos que la Ley de Universidades está derogada, pero resulta que 
no está formalmente derogada ni suspendida porque la medida de la Sala 
Constitucional es una medida cautelar y además no suspendió varios de los 
artículos de la Ley de Universidades que establecen los lineamientos del 
sistema electoral universitario.

En todo caso, hay algo que es también muy importante. Este reglamento 
electoral de 2025 se discute y aprueba a puertas cerradas en el Consejo Uni-
versitario. Aunque es la normativa, en mi opinión, más importante de la 
Universidad Central de Venezuela del último medio siglo. Es decir, después de 
la Ley de Universidades, y lógicamente después del artículo 109 constitucional, 
viene este reglamento. 

¿Por qué es tan importante? Y sobre todo la primera pregunta que ya de una 
vez la adelanto, una pregunta políticamente incorrecta también: ¿por qué no 
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se discutió? ¿Por qué esto no se consultó? Veamos algunas de las implica-
ciones o efectos jurídicos de este reglamento 2025, que es básicamente una 
reedición del reglamento electoral de 2022.

En primer lugar, el hecho de que no se haya discutido, no se haya consultado, 
es una violación al principio constitucional de participación en los asuntos 
públicos regulado, consagrado, entre otras normas, en los artículos 5, 6 
y 62 de la Constitución de 1999. Pero además es una violación al artículo 109 
constitucional que, como venían sosteniendo hasta 2022 las autoridades de 
la Universidad Central de Venezuela y las de todas las universidades nacio-
nales, establece de manera muy clara y categórica que los miembros de la 
comunidad universitaria son docentes, profesores, por un lado, estudiantes 
y egresados, por otro.

¿Significa eso que no tiene importancia el personal administrativo y el per-
sonal obrero? Por supuesto que tiene importancia, pero es un personal de 
apoyo. Desde el punto de vista de la concepción de la universidad venezolana 
en la Ley de Universidades y en la Constitución no forma parte de la comu-
nidad universitaria. Por lo tanto, no tiene o no debe tener derecho al voto 
porque no es elector.

Pero es que, además, este reglamento, aparte de violar normas constitucio-
nales, al no haber sido consultado, vulnera las exigencias de los artículos 140 
y 141 de la Ley Orgánica de la Administración Pública en su versión de 
2014, aunque la Ley Orgánica de la Administración Pública la primera vez 
que entró en vigor fue en 2001. Esa Ley establece que las normas que se 
aprueban, las normas que dictan los órganos públicos –y la Universidad Cen-
tral de Venezuela es un ente público, aunque no sea un instituto autónomo, 
pero sigue siendo un ente público–, las normas que se aprueban sin consultar 
son nulas de nulidad absoluta. 

Y esto es muy importante. Cuando los profesores de Derecho Administrativo 
estamos dando clase del tema de los actos administrativos y tenemos que dar 
un ejemplo de la primera causa de nulidad de pleno derecho del artículo 19 



de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, que es la nulidad tex-
tual, es decir: son nulos de nulidad absoluta los actos administrativos en las 
hipótesis en que así lo disponga la Constitución y las leyes…, uno de los ejem-
plos que colocamos como expresa nulidad absoluta por una ley es la de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública que señala que la vulneración del pro-
cedimiento para la elaboración de actos normativos determina que esos actos 
que se dictan sin haber sido consultados de acuerdo con las normas de esa ley 
son nulos de nulidad absoluta. Esto es, no tienen ningún efecto.

Y en última instancia, en mi opinión, la violación a los propósitos universi-
tarios consagrados en los artículos 1 al 4 Ley de Universidades. Porque la 
justificación de la existencia de una universidad es, en el caso venezolano, 
que la universidad está llamada a la búsqueda de la verdad, a la búsqueda de 
los valores trascendentales del hombre. Está llamada a la orientación de la 
política nacional, política en cuanto a conducción de los asuntos públicos, al 
aporte de soluciones doctrinales y académicas a los problemas de la nación. 
Y, evidentemente, en ese sentido, básicamente son los docentes universita-
rios quienes están llamados a hacer esos aportes a través, además, de los tres 
pilares de los fines de la universidad: docencia, investigación y extensión. 

¿Quiénes hacen docencia, investigación y extensión? Los profesores uni-
versitarios, a veces con el apoyo de los estudiantes y de los egresados, pero 
básicamente los profesores universitarios. Por eso, y aunque es políticamente 
incorrecto señalarlo, yo comparto el criterio de la Ley de Universidades y de 
la Constitución. Y aunque no lo compartiera es el vigente, de que el peso fun-
damental en la conducción de la universidad tiene que ser de los profesores, 
porque las universidades son instituciones con fines académicos. 

Por eso, además, en las demandas de nulidad que se interpusieron en su ocasión, 
se señaló que no podía aplicarse un criterio meramente cuantitativo e incluirse 
al personal administrativo y obrero como electores en las universidades, porque 
no se trata de una elección cualquiera. Tiene un elemento académico muy 
importante delineado constitucional y legalmente en el caso de los propósitos 
que la propia Constitución le asigna a las instituciones universitarias.

El «nuevo» Reglamento Electoral de la Universidad Central de Venezuela 299



300 Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia • N.o 24 • 2026

Pero es que, además del tema jurídico, hay una serie de consecuencias insti-
tucionales que me voy a permitir simplemente esbozar a manera de reflexión. 
Ello, una vez adoptado ese reglamento de 2025 ya como definitivo o con pre-
tensiones de ser definitivo, y que implica entonces y justifica mi afirmación 
de que se trata de una norma de una trascendencia muy grande. Y creo que 
la comunidad universitaria, la de la UCV y en general de las universidades 
nacionales, y diría que, hasta la comunidad académica, no se ha dado cuenta 
de la importancia de este reglamento.

En primer lugar, la inclusión definitiva como electores del personal admi-
nistrativo y obrero como un sector significa que el gobierno de la UCV pasa 
a reflejar intereses sectoriales corporativos contrapuestos. Los intereses de 
los profesores, de los estudiantes, de los egresados, pero ahora también del 
personal administrativo y obrero, que básicamente son intereses que legíti-
mamente tienen que ver con reivindicaciones de las condiciones laborales, 
los ingresos y ese tipo de cosas. Eso no significa que no debiera haber sido 
tenido en cuenta. Sí, claro que debería tenerse en cuenta, pero esos no son los 
propósitos que la Constitución y la Ley le asignan a la universidad.

De tal manera que pasa a haber un elector, un porcentaje de electores, que 
básicamente va a reflejar intereses corporativos. Pero es que, además, al 
cambiarse la integración de la comunidad universitaria se comienzan a dar, 
en mi opinión, una serie de incoherencias en la normativa electoral, porque 
luce contradictorio que hay un sector nuevo, que es el de los empleados y 
los obreros, que vota, pero carece de representación formal en el cogobierno 
universitario.

Si el reglamento electoral fuera coherente, si el reglamento electoral de 2025 
hubiera sido producto de una revisión detenida del de 2022 y hubiera man-
tenido entonces la concepción general del de 2022, habría tenido que llegar 
a la conclusión de que había que modificar el sistema, el cogobierno. Ello con 
el fin de incluir a representantes del personal administrativo y el personal 
obrero en los órganos de cogobierno universitario, en los órganos colegiados. 
Eso no pasa. Entonces, ahí hay una incoherencia.



En segundo lugar, otra consecuencia institucional, el aumento del peso por-
centual relativo a los estudiantes en el registro electoral acentúa la influencia 
de esos intereses que antes se reflejaban básicamente en el cogobierno es-
tudiantil. Porque ciertamente hay uno o dos representantes estudiantiles en 
los órganos de cogobierno de la universidad, consejo de escuela, facultad, 
consejo universitario, pero antes se reflejaba básicamente en el cogobierno 
y en la Federación de Centros Universitarios y en los centros de estudiantes, 
que ya no es cogobierno. En cambio, ahora tenemos un aumento del peso 
porcentual relativo a los estudiantes. 

Pero, además, hay algo que es especialmente importante, la inclusión como 
electores de los docentes contratados, aunque no lo dice el reglamento, 
habla de los docentes ordinarios, honorarios y especiales. Dentro de los es-
peciales se incluye a los docentes contratados, que por cierto eso dio lugar 
a mucha controversia en las elecciones pasadas por el tema de qué docentes 
contratados votan. ¿Vota cualquier docente contratado, tiene que tener un de-
terminado lapso de permanencia? ¿Los docentes de pregrado son igual que 
los docentes de los postgrados en el nivel de especializaciones, maestrías 
y doctorado? Eso puede dar lugar a controversia. 

Lo cierto es que, y aquí también voy a ser aún más políticamente incorrecto: 
en mi opinión, esa inclusión desnaturaliza la concepción de la Ley de Uni-
versidades. ¿Por qué? Porque la contradice y contraría, pero no solamente 
desde el punto de vista literal, sino que la Ley de Universidades entiende que 
son los profesores ordinarios a partir de su ascenso, de su primer ascenso en 
el escalafón, los que forman parte del registro electoral docente. Porque son 
los que ya tienen una vinculación muy estable con la universidad. Un pro-
fesor ordinario instructor aún está en periodo de formación, tiene que pasar 
al siguiente nivel, de acuerdo con la Ley, para que pueda votar. Ahora, si se 
incluye a los profesores contratados, lógicamente los profesores instructores 
adquieren derecho al voto.

Eso debilita el escalafón docente y la imagen del profesor ordinario como 
símbolo de la docencia. Y lo cierto es que quiero dejar claro, no estoy 
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diciendo que de por sí los profesores ordinarios sean mejores docentes que los 
profesores contratados, porque no es así. No tiene por qué ser así. Además, si 
dijera lo contrario, estoy seguro de que mi estimado amigo Jorge Kiriakidis 
discreparía y estoy totalmente de acuerdo. No es una cuestión de cuál es mejor 
y cuál no es mejor. Aunque lo cierto es que el escalafón docente, la carrera 
académica, debe tener como propósito la evaluación y formación continua de 
los profesores, cosa que no sucede en la práctica de los profesores ordinarios. 
Pero esa es la idea, ese es el desiderátum de la Ley de Universidades.

Pero, en todo caso, no es un tema de cuál es mejor y cuál no es mejor o cuál 
es mejor docente o investigador o más prolífico investigador o productor de 
actividades de extensión. Es un tema de la permanencia en el cargo, de la 
estabilidad en el cargo que le da una vinculación institucional con la univer-
sidad. En cambio, en el caso de la inclusión de los profesores contratados, 
ello facilita la manipulación del sector electoral decisivo por parte de las au-
toridades universitarias de turno. Es decir, obstaculiza la alternancia, y, por 
tanto, puede incluso llevar al riesgo de promover la formación de oligarquías.

¿Qué quiero decir con esto? Que evidentemente el tema de las contrataciones 
es un tema mucho más flexible en el cual se podrá modificar o no el pa-
drón electoral, incluir a los contratados, contratar determinados profesores 
pensando con una concepción más electoralista que con una concepción ins-
titucional. Pero es que además también es contradictorio. Es contradictorio 
por el mismo tema de que no guarda coherencia con el resto de la concepción 
del sistema electoral.

¿Por qué los profesores contratados pueden ser electores, pero no pueden ser 
elegidos? O, incluso, ¿por qué los profesores ordinarios en la categoría de instruc-
tores no pueden ser representantes profesorales ante el Consejo Universitario? 
¿Por qué un profesor contratado, si es elector, no puede postularse para un cargo?

Incluso podríamos llevarlo más allá. Si entendemos que los profesores con-
tratados son miembros de la comunidad universitaria, votan, son miembros 
del personal docente a los efectos de ejercer su derecho al sufragio en el 



ámbito universitario: ¿que impide que un profesor contratado se postule 
a rector desde el punto de vista de esa concepción de la comunidad univer-
sitaria? No la de la Ley de Universidades, sino la de que, en mi opinión, nos 
termina llevando a inferir la regulación del reglamento electoral de 2025.

En todo caso, vamos un poco a prescindir, vamos a dejar de lado las condi-
ciones normativas, formales, ya aludidas, aunque la Ley de Universidades no 
está ni derogada, ni modificada, ni ha sido anulada. Lo cierto es que el Re-
glamento Electoral de 2025, a mi modo de ver, va a consolidar el irreversible 
cambio de modelo institucional de la UCV que se inició a partir del 2023. 
Basta con eso, un cambio de modelo institucional que implica el cambio del 
sistema electoral, que a su vez determina una conformación distinta del go-
bierno y cogobierno universitarios. Eso justificaría que la comunidad ucevista 
plantee la revisión de ese reglamento electoral que no fue consultado a nadie 
y que no se nos informó sino hasta que apareció en Gaceta Universitaria. 

Bueno, se nos informó en algún momento, yo vi en algunas redes sociales 
una cosa muy curiosa, se estaba elaborando y uno de los expertos en el área 
que estaba asesorando era un estimado profesor de Derecho Procesal Civil. 
Yo me pregunto si el Consejo Universitario entendió que estaba reformando el 
Código de Procedimiento Civil o ¿por qué no se consultó con los especialistas 
en la materia? ¿Por qué no se consultó al Instituto de Derecho Público de la 
Universidad Central de Venezuela? Solo por señalar un ejemplo.

En todo caso, los profesores, y en especial, en mi opinión, los profesores 
ordinarios, tenemos el derecho y casi que el deber de pedir al Consejo Uni-
versitario que revise el reglamento, que lo someta a debate antes de aprobarlo. 
No solo por imperativos constitucionales y legales, sino por imperativos 
éticos y por imperativos académicos universitarios. Porque la universidad es 
plural, la universidad es el debate libre de ideas.

Tenemos que contar con un reglamento universitario, en mi opinión, que re-
fleje las aspiraciones de la comunidad universitaria en cuanto al modelo de 
universidad venezolana para la primera mitad del siglo xxi. Y esto solo 
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se puede dar si se da asimismo un debate igualmente abierto y plural que su-
pere intereses coyunturales, personales, de grupos o de sectores. Intereses 
que, por el hecho de haber sido electos en un cargo para un periodo de dos 
o tres años, no pueden pretender ni jurídica ni políticamente tener la legitimidad 
para asumir la representación exclusiva y excluyente de toda la comunidad uni-
versitaria en un asunto de tanta trascendencia como es la modificación, en 
definitiva, de la forma de conducir a la Universidad Central de Venezuela.

De no darse este debate, esta revisión, en mi opinión, el modelo que estamos 
viendo, todo lo que hemos venido presenciando de la gestión rectoral previa 
y que se ha asentado con esta, se va a consolidar. Es el modelo que genera el 
reglamento electoral de 2025, el de una universidad que se verá cada vez en 
el dilema de conciliar los diversos intereses sectoriales y gremiales contra-
puestos y menos en el deber de tratar de cumplir sus altos fines como faro 
académico y faro ético de la nación.

Una universidad, que es la que estamos viendo, en la que el escalafón docente 
cada vez vale menos y en la que no se dan incentivos para hacer el esfuerzo 
de seguirlo. Una universidad más atomizada en sus propósitos, pero para-
dójicamente a la vez más centralizada y dominada por los grupos de poder 
que logran cooptar los cargos directivos. Una universidad en la que los co-
metidos de docencia, investigación y extensión estarán cada vez más lejanos 
del debate circunstancial, mientras que será ese debate circunstancial el que 
dominará su funcionamiento. 

En fin, y con esto ya concluyo, no sigo abusando de mi apreciada audiencia. En 
fin, nos estamos alejando de una universidad en la que la búsqueda de la verdad 
y los valores trascendentales del hombre es la que justifica su existencia. 
Muchas gracias por su atención.

Intervención del profesor Jorge Kiriakidis

Miguel Ángel, muchísimas gracias por esta interesante y muy ilustrativa di-
sertación. La verdad es que yo me confieso un absoluto analfabeta en materia 



de derecho universitario, pero de las muchas cosas que dijiste, una me llamó 
la atención, que son las afirmaciones que se hacen en el considerando del regla-
mento y, sobre todo, concretamente, el parafraseo que se hace del artículo 335. 
Digamos que es muy normal ese parafraseo en todas las latitudes de nuestro 
sistema, pero llama la atención que se haga en la universidad. 

Que se afirme que la Sala Constitucional es el último intérprete, el máximo 
y último intérprete de la Constitución, no solo es mentira, sino que revela 
que no se leyeron el artículo 335, que empieza diciendo que es el Tribunal 
Supremo. Entonces, es una cosa que llama la atención. Y lo otro es el carácter 
vinculante de las interpretaciones, ¿no? De las sentencias, de las interpreta-
ciones que hace la Sala Constitucional en materia constitucional, son las que 
son vinculantes, pero, además, no son vinculantes para todo el mundo, son 
vinculantes para los tribunales de la República. 

Entonces, que en un considerando que hacen las autoridades universitarias, en 
un reglamento en materia universitaria se afirme que el artículo 335 de la Cons-
titución dice equivocadamente otras cosas, digamos que es lamentable que se 
haga en la universidad. Cualquier otra consideración en materia de derecho 
universitario, fuera de lo que dice la Constitución sobre su definición de la co-
munidad universitaria sobre que eso debería respetarse. Pues creo que estoy 
diciendo una obviedad luego de haber confesado mi ignorancia en materia de 
derecho universitario. Pero un poquito de la Constitución, no es que estoy di-
ciendo que debemos ser especialistas, pero por lo menos leer lo que dice la letra 
de la Constitución y tratar de aplicarlo. Yo creo que lo harían los profesores de 
Derecho Administrativo, Derecho Constitucional y los panaderos. Pero bueno, 
otra vez una cosa es la realidad y otra lo que lo que anhelamos. 

Pero bueno, quería yo insistir en que te felicito, que agradezco tu charla. Como 
no hay ninguna pregunta te diría que te tomes un par de minutos para hacer 
unas conclusiones y dar por terminado el evento. Por mi parte, agradecer 
a los asistentes, a Universitas, a la Fundación de Estudios de Derecho Ad-
ministrativo, siempre tan colaboradora con estos temas de enorme interés 
jurídico. Gracias a todos y gracias a ti. Tienes la palabra y muy buenas noches. 

El «nuevo» Reglamento Electoral de la Universidad Central de Venezuela 305



306 Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia • N.o 24 • 2026

Conclusiones

Gracias, Jorge. Bueno, primero agradecer a la audiencia, veo a estimados 
colegas, miembros de la comunidad universitaria o estimados colegas en 
general y amigos. Con lo que tú señalas, mira, en honor a la verdad, el re-
glamento de 2025 eliminó ese párrafo tan lamentable, tan desafortunado, 
ya no habla de las interpretaciones vinculantes de las leyes que hace la Sala 
Constitucional, pero sí invoca las sentencias.

Es un punto muy jurídico, pero lo cierto es que esas sentencias de la Sala Cons-
titucional son medidas cautelares. Entonces, dictar un reglamento que, aunque 
lo llamen transitorio es permanente, sobre la base de unas medidas cautelares 
y no de una sentencia definitiva, me parece bastante cuestionable. Y me pa-
rece además bastante cuestionable que la potestad que tiene la universidad, 
la potestad normativa, que es una de las manifestaciones de la autonomía 
universitaria, se tenga que basar en una orden de la Sala Constitucional. 

Además, en una orden que durante muchos años fue rechazada formal e ins-
titucionalmente, no solo por la Universidad Central de Venezuela, sino por 
todas las universidades nacionales. Busquen la demanda de nulidad del año 
2009. Eso, por un lado. Con relación al tema de las interpretaciones de la 
Salas Constitucional, estoy de acuerdo con todo lo que señalas. Ese párrafo 
se quitó, pero el reglamento 2025 sigue siendo el cumplimiento de una orden 
de la Sala Constitucional de 2019 y 2020.

Pero yo quiero decir algo más y con esto cierro. La universidad, justamente, 
se trata de la búsqueda de la verdad, del debate abierto y plural. Supongamos 
que la mayoría de la comunidad universitaria piensa que lo que acabo de ex-
poner está equivocado –y puede que esté totalmente equivocado–. Que mi 
posición es muy conservadora, incluso reaccionaria, aunque eso es lo que 
dice el artículo 109 de la Constitución, no lo estoy diciendo yo, lo dice la Ley 
de Universidades y la Constitución. Y lo decían hasta el año 2019 las auto
ridades, los rectores de las universidades nacionales, incluso de universidades 
privadas de reconocido prestigio.



Pero supongamos que hubo una circunstancia que no fue normativa, no fue 
jurídica, que hace plantear una tesis distinta, una interpretación progresiva, 
una interpretación no originalista, sino una interpretación evolutiva adap-
tada al nuevo contexto histórico. Está bien, pero, en ese caso, igual esa nueva 
interpretación lo menos que merece es que sea consultada a la comunidad 
universitaria. No porque lo diga el profesor Torrealba, sino porque lo dice la 
Constitución y las leyes y sobre todo porque hay un imperativo ético. 

En mi opinión, una norma tan importante no puede ser el resultado de la 
decisión de un grupo por más que hayamos votado por ellos. Pero votamos 
por ellos para que gobernaran o condujeran a la universidad por dos o tres 
años, no para que modificaran radicalmente el sistema electoral. Y si lo van 
a modificar o si se va a modificar, teniendo en cuenta que en el año 2021 se 
dijo que no, al menos consúltenlo, más allá de las normas. 

Al menos yo creo que hay que tener la condición de demócrata, por un lado. 
Y, por el otro lado, el respeto que nos merecemos los miembros de la co-
munidad universitaria y que nos merecemos los colegas profesores de que 
no nos llegue la solución o no se nos imponga un reglamento sin haber sido 
consultado. Porque el argumento del año 2022, de hace 3 o 4 años, era que 
el reglamento, esa solución discutible, era la posibilidad de que, primero: 
de seguir la universidad con las mismas autoridades de los últimos 15 años. 
Y segundo: la posibilidad, la amenaza de una intervención, de un cierre o de 
cualquier medida punitiva por parte del Ejecutivo nacional.

Ahora, la pregunta es: ¿y cuál es la justificación en el 2025 para que de ma-
nera confidencial se haya aprobado ese reglamento que no cambia el de 2022, 
sino muy pocas cosas? ¿Dónde está el espíritu abierto, el espíritu universi-
tario que nos señala que justamente es la búsqueda de la verdad, cómo se 
confluye en la búsqueda de la verdad? Se discuten y se debaten las diversas 
ideas y posiciones ideológicas y académicas de todos los sectores.

Con esto creo que ya no los sigo fastidiando, no sigo aburriendo a la au-
diencia. Doy de nuevo las gracias a la Fundación Estudios de Derecho 
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Administrativo, a Universitas por su apoyo, al aula virtual Brewer-Carías 
y por supuesto, muy especialmente a ti, Jorge, por la presentación y la mode-
ración de este evento. Y quedo a la orden como siempre.

* * *
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reglamento electoral recientemente aprobado por el Consejo 
Universitario de la UCV, así como las principales implicaciones 
que este tendrá en la concepción, funcionamiento y propósitos 
de la universidad venezolana. Palabras clave: elecciones, 
universidades, gobierno, autonomía. Recibido: 26-09-25. 
Aprobado: 10-11-25.

The «New» Electoral Regulations of the Central University 
of Venezuela

Abstract: The fundamental features of the electoral regulations 
recently approved by the UCV University Council are des-
cribed, as well as the main implications this will have on the 
conception, functioning and purposes of the Venezuelan univer-
sity. Keywords: Elections, universities, government, autonomy.


